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       Buenos Aires, 13 de julio de 2017 

Señor Secretario Ejecutivo de la  

Comisión Interamericana de Derechos Humanos  

1889 F. Street N.W. Washington, DC 2006 

Estimado señor Paulo Abrao: 

 

Ref: criminalización de los Defensores de Derechos Humanos, 

violación de la independencia de la justicia. Pedido de audiencia. 

 

 En nuestro carácter de abogados defensores de los derechos humanos de los 

trabajadores, en nombre de la Asociación de Abogados Laboralistas (AAL), todos con 

sede en la calle Viamonte 1668, 1 piso, of. 3, Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 

República Argentina, nos dirigimos a la Comisión Interamericana de Derechos 

Humanos (CIDH) a fin de denunciar el grave ataque al ejercicio de la abogacía, a la 

tutela judicial efectiva, al acceso a la justicia y a la independencia del poder judicial, en 

violación de los artículos 8 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 

(CADH) llevado adelante, en forma sistemática y continuada, por las más altas 

Autoridades del Estado Argentino (Poder Ejecutivo). 

Destacamos que estas acciones de los poderes públicos no solo están dirigidas 

a estigmatizar, desacreditar y criminalizar la labor de los Defensores y Defensoras de 

los Derechos Humanos y quebrantar la independencia del poder judicial, especialmente 

de la Justicia Nacional del Trabajo, sino que encubren el objetivo de alterar en forma 

sustancial los derechos de los trabajadores.  

 Como explicamos a lo largo del presente escrito, desde la asunción del nuevo 

gobierno argentino, el Poder Ejecutivo viene desarrollando una serie de acciones que 

implican, por un lado un abierto desconocimiento del Estado de derecho democrático y 

social, de la independencia de la justicia, y del otro, en lo que nos atañe directamente, 

una actividad destinada a coartar, desprestigiar, estigmatizar e imputar la comisión 
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genérica de delitos a los abogados laboralistas, dedicados a la defensa de los 

trabajadores, del derecho humano al trabajo. 

 En el sistema capitalista el trabajo en relación de dependencia es la única forma 

de subsistencia de la inmensa mayoría de la población. Por tal motivo, los derechos 

laborales han sido reconocidos por como derechos humanos fundamentales 

directamente vinculados con el primer derecho humano que es el derecho a la vida. En 

el caso de los abogados constituyen el puente imprescindible entre las personas y la 

Justicia. Específicamente, en el caso de los trabadores existe el fuero del trabajo, que a 

diferencia del civil tiende a garantizar condiciones de equilibrio e igualdad entre partes 

(trabajadores/empresarios). A esa Justicia, también, está dirigido el ataque. 

 Los abogados laboralistas son defensores de los derechos humanos de los 

trabajadores, de ahí que un ataque indiscriminado y continuado a los mismo, como el 

que denunciamos, por las más altas autoridades del Estado, constituye una violación a 

la obligación de respeto a los derechos y libertades reconocidas en la CADH y a la de 

garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona sin discriminación alguna por 

motivos de “(…) opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, 

posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social” (art. 1 CADH). 

 En lugar de cumplir el compromiso asumido el Estado argentino lo vulnera 

abiertamente en detrimento de los derechos y libertades de los trabajadores y de los 

defensores y en favor de los más poderosos, los empresarios. 

 Es por ello que consideramos indispensable exponer esta grave situación 

en una audiencia, durante el próximo periodo de sesiones de la CIDH, con el 

objeto de poner en su conocimiento el grave cuadro de  ataque y criminalización 

por parte del Estado que vienen sufriendo por su actividad en tutela de los 

derechos de los trabajadores, los Defensores y Defensoras de Derechos 

Humanos, la vulneración de la independencia del poder judicial y el acceso a la 

Justicia que ello implica. 

  I.- HECHOS.- 
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 El 10 de octubre de 2015 asumió la Presidencia de la Nación Argentina el 

ingeniero Mauricio Macri. Al poco tiempo comenzó a adoptar decisiones, que 

demuestran su intención de controlar el Poder Judicial y, mediante el temor, tener 

magistrados sumisos y dóciles que no se atrevan a poner en cuestión los actos de 

gobierno, aun cuando no guarden armonía con el ordenamiento jurídico. 

1. LA DESIGNACIÓN DE JUECES DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE 

LA NACIÓN, MEDIANTE UN DECRETO Y “EN COMISIÓN”.-  

 El 14 de diciembre de 2015 Mauricio Macri firmó el Decreto 83/2015, mediante el 

que designaba a los Dres. Horacio Rosatti y Carlos Rosenkrantz como ministros de la 

Corte Suprema de Justicia de la Nación, “en comisión”. La Constitución Nacional 

establece que el presidente de la Nación nombra los magistrados de la Corte Suprema 

“con acuerdo del Senado por dos tercios de sus miembros presentes, en sesión pública, 

convocado al efecto” (art. 99.4). 

 El escándalo público que tal medida generó, obligó al ingeniero Macri a dar 

marcha atrás, negociar con la representación parlamentaria de la oposición, y seguir el 

trámite reglado por la Carta Magna argentina. Pero ya había demostrado su afán por 

controlar la cabeza del Poder Judicial, y su desapego por la juridicidad. 

 Desde 1862, ningún Presidente democrático intentó designar miembros de 

la Corte Suprema por decreto. 

 

2. PEDIDOS DE REMOCIÓN DE MAGISTRADOS QUE HAN DICTADO 

RESOLUCIONES QUE NO AGRADARON AL PODER EJECUTIVO.-  

 

A. ANTECEDENTES: 

 En la República Argentina y conforme a su Constitución Nacional (art. 114), la 

remoción de los magistrados es facultad del Consejo de la Magistratura, el que formula 

la acusación correspondiente ante un jurado de enjuiciamiento (art. 115). Estas normas 

han sido reglamentadas mediante la Ley 24.937, modificada por la Ley 26.855. Las 
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causales de remoción son: mal desempeño, delito en el ejercicio de sus funciones, o 

por crímenes comunes. 

 En un período de diez (10) días y luego de un año y medio de ejercicio de su 

mandato, el actual gobierno ha denunciado ante el Consejo de la Magistratura a cuatro 

(4) jueces de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo y a una jueza de Primera 

Instancia de la Justicia Nacional del Trabajo, en desacuerdo con sus resoluciones y en 

un hecho inédito en la historia judicial del país. 

 La intención del gobierno es clara: infundir temor a los jueces laborales, para 

condicionar sus sentencias, lo que constituye, en el marco de declaraciones 

descalificatorias del propio Presidente de la Nación, un evidente ataque al principio 

republicano de la división de Poderes y a la independencia del Poder Judicial. 

B. PRIMER CASO: EXPEDIENTES Nº 14/2017 Y 15/2017 c/ DR. ARIAS 

GIBERT, ENRIQUE Y DRA. MARINO, GRACIELA.-   

 Son denuncias presentadas por un representante del Ministerio de Trabajo, 

Empleo y Seguridad Social de la Nación, el 20/02/2017, contra dos jueces de la Cámara 

Nacional de Apelaciones del Trabajo (CNAT), que actuaron como Sala de Feria en el 

período 01 al 31/01/2017. 

 Aunque la denuncia intenta negarlo, los cuestionamientos e imputaciones a los 

magistrados se vinculan directamente con los criterios jurisdiccionales adoptados, 

al resolver favorablemente una medida cautelar en la causa “ASOCIACIÓN 

BANCARIA c/ MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL Y 

OTROS s/ MEDIDA CAUTELAR” (Expte. Nº 1016/17, de la CNAT). Se ofrecen como 

prueba los expedientes del Consejo de la Magistratura, de Poder Judicial de la Nación, 

que deberán ser requeridos al Estado Argentino. 

C. SEGUNDO CASO: EXPENDIENTE Nº 101/2017 c/ DRA. GONALEZ 

BURBRIDGE, MIRTA.- 

 Es una denuncia de un funcionario de la Administración General de la Dirección 

Nacional de Vialidad, ente autárquico de Derecho Público, dependiente del Poder 

Ejecutivo Nacional, contra una jueza de Primera Instancia de la Justicia Nacional del 
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Trabajo, que hizo lugar a una medida cautelar y ordenó la reinstalación de un 

empleado despedido sin sumario previo y sin poder ejercer su derecho de defensa. 

También en este caso la acusación de mal desempeño de la magistrada se fundamenta 

en el contenido de su sentencia. Se ofrece como prueba el expediente del Consejo de 

la Magistratura identificado ut supra. 

D. TERCER CASO: EXPEDIENTE Nº 106/2017 c/ DRES. CAÑAL, DIANA Y 

RAFFAGHELLI, LUIS.-  

 En este caso la denuncia la formula un funcionario del Ente Nacional de 

Comunicaciones, organismo dependiente del Poder Ejecutivo Nacional, y alcanza a dos 

magistrados de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, que intervinieron en la 

Sala de Feria del año 2016, en los autos caratulados “SAPIENZA, MATÍAS EZEQUIEL 

Y OTROS c/ AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACIÓN 

AUDIOVISUAL Y OTROS s/ ACCIÓN DE AMPARO” (Expte. Nº 679/2016). La 

resolución judicial atacada había declarado la competencia de la Justicia Nacional del 

Trabajo para intervenir en el pleito, haciendo lugar a una medida cautelar que 

ordenaba a la parte demandada reincorporar a los demandantes. 

 Si bien la referida sentencia fue posteriormente anulada por cuestiones 

procesales, dejándose sin efecto la medida cautelar, lo destacable es que la denuncia 

del funcionario público, ante el Consejo de la Magistratura, se produce más de un año 

después. 

 Un dato no menor, respecto a la arbitrariedad de esta denuncia, que se enmarca 

en una política estatal, es que la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, con la 

firma de todos sus integrantes (20 camaristas), emitió una Declaración diciendo que 

aquella “constituye una grave e inaceptable injerencia en la jurisdicción judicial”, 

que “ningún juez puede ser atacado por el contenido de sus sentencias” y que “la 

independencia del Poder Judicial ha sido puesta en riesgo y, con ello, la vigencia 

plena de la Constitución Nacional” (31/05/2017). Se ofrece como prueba. 

 De tal manera resulta más que sospechoso que en el período que va del 10 al 20 

de mayo de 2017, se presentan los tres pedidos de remoción, de cinco (5) magistrados 
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laborales, por hechos ocurridos en tiempos muy diferentes. Es claro que hay una 

política estatal, como ya se dijo,  a tono con las declaraciones del ingeniero Mauricio 

Macri y contemporánea con ellas. El objetivo, como se dijo, es atemorizar a los jueces 

laborales. Así de simple. 

 Destacamos que es la primera vez, en la historia del Poder Judicial, que cinco (5) 

magistrados laborales son simultáneamente denunciados ante el Consejo de la 

Magistratura, por integrantes del Poder Ejecutivo. 

 Se ofrecen como prueba los expedientes del Consejo de la Magistratura 

detallados precedentemente., debiendo ser requeridos al gobierno argentino.  

3. DECLARACIONES DEL PRESIDENTE ARGENTINO, MAURICIO MACRI Y 

SUS MINISTROS.- 

 “Todo este sistema que hemos hecho los argentinos de premiar la viveza criolla 

mal entendida nos llevó a perder tiempo y oportunidades. Entonces tenemos que 

enfrentar  esas cosas. Enfrentarlas como hablo (sic) la mafia de los juicios laborales. 

Eso es algo que hay que enfrentar y terminar. Porque eso destruye la generación de 

empleo futuro. Este grupo de estudios que por suerte son una minoría, 

laboralistas, con un grupo de jueces minoritario, laboralistas, conducido por 

Recalde ha hecho mucho daño a la Argentina. Porque sabemos que cuando ellos 

convencen a un pibe a un trabajador de una pyme, de que tiene que hacer ese juicio 

indebido, y se lo hacen ganar, porque tienen armadita la cosa, para llevarse la mayor 

parte del juicio ellos, dejan a 7,8 10, 12 trabajadores en la calle, porque la pyme cierra y 

dejan a un montón más  de gente sin poder acceder a un trabajo porque aquel que 

tiene que tomar la decisión tiene miedo. Tiene miedo de que su esfuerzo se le vaya en 

uno de estos comportamientos mafiosos.” Mauricio Macri. Asunción del MINISTRO 

DE RELACIONES EXTERIORES, Jorge Faurie, Casa de Gobierno, 12 de junio de 

2017. 

 “…La otra que nos habló Lipera.  La mafia de la industria del juicio laboral. Le 

ha hecho un daño gigantesco a la Argentina. El daño de los últimos meses, año y 

medio, diez mil millones de pesos de honorarios que se han distribuido a través de este 
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mecanismo. Cada vez que uno de esos malos abogados, ligados  a malos jueces 

laborales como Arias Gibert y Marino logran una sentencia que condena a una 

pyme a cerrar, ese empleado que consigue eso de lo cual una gran parte se la llevan 

los abogados le saca el trabajo a otros 10 o12 empleados que tenía esa pyme  que no 

sobrevive. Esas son las cosas que tenemos que combatir. Porque después claro, quien 

va a tomar gente si están condenados a que lo destruya cualquier tipo de causa que se 

le inventa. Entonces creo que son desafíos que todos los días tenemos que dar,  y los 

estamos dando, y hoy estamos en el Consejo de la Magistratura intentado nombrar 

nuevos jueces laborales para que realmente aumente la inversión en Argentina;  

que haya cada vez  más empleo formal en la Argentina. ¿A partir de qué? De que 

hay reglas de juego, que realmente la justicia laboral equilibrada (sic), que defienda 

al trabajador, pero en el caso de que haya habido un abuso de la patronal. No en 

cualquier estafa que se inventa a través de esta mafia de los juicios laborales.” 

Mauricio Macri. Aniversario del Colegio de Abogados de la Ciudad de Buenos 

Aires, Bolsa de Comercio, 3 de junio de 2017. 

 “Tenemos que batallar todos juntos para que ninguna de las mafias que 

estamos enfrentando se crea que va a poder estar por encima de la ley”. En su 

primera actividad de la jornada en la Casa Rosada, Macri había cargado otra vez 

especialmente contra  la “maquinaria perversa” de los juicios laborales y también 

las redes de narcotráfico y las organizaciones del comercio ilegal: “Con un 

Estado transparente vamos a desarmar los caldos de cultivos para esos 

comportamientos mafiosos. Los Argentinos nos merecemos un país donde solo 

haya lugar para los que se ganan la vida trabajando. Intermediarios y mafias, 

afuera”. “Con las mafias de los juicios laborales dijeron que estaba defendiendo a 

las empresas y no es así. Culpa de lo que hacen esas mafias colapsan los fueron 

laborales. También defiendo a las pymes.” Mauricio Macri arremetió otra vez contra 

la industria del juicio laboral, en la CAME, celebración por el día internacional de las 

Pymes, Clarín 30/6/2017, p. 16.  
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4. OTRAS DECLARACIONES EN IGUAL SENTIDO, REPRODUCIDAS POR LA 

PRENSA 

a) “Una Justicia equitativa, no volcada a darle la razón siempre a una 

parte”, “Página 12”, 25-7-2016: 

https://www.pagina12.com.ar/diario/ultimas/20-305150-2016-07-25.html 

Igual en “La Nación”, 22-10-2016: 

http://www.lanacion.com.ar/1949469-macri-envio-un-proyecto-para-limitar-los-
juicios-por-accidentes-laborales 

b) “Siempre la razón a una parte” (versión original), “La Nación”, 24-7-2016. 

Entrevista a Macri en la columna editorial de Morales Solá: 

http://www.lanacion.com.ar/1921319-macri-desde-la-pelea-interna-hasta-tinelli 

c) El gobierno culpó a la Justicia laboral por la falta de creación de empleo, 

“Infobae”, 30-7-2016: 

http://www.infobae.com/politica/2016/07/30/el-gobierno-culpo-a-la-justicia-laboral-

por-la-falta-de-creacion-de-empleos/ 

c) “Se promovía una falsa idea de que proteger los derechos laborales es 

terminar amparando ciertos abusos” (Marcos Peña) 

http://www.infobae.com/politica/2016/07/30/el-gobierno-culpo-a-la-justicia-laboral-
por-la-falta-de-creacion-de-empleos/ 

d) También en “I Profesional”,  30-7-2016: 

http://www.iprofesional.com/notas/236261-El-Gobierno-culp-a-la-Justicia-laboral-
por-la-falta-de-creacin-de-empleos 
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e) “Un juicio puede provocar el cierre de una Pyme”, “I Profesional”, 3-6-

2017: 

http://www.iprofesional.com/notas/250767-Macri-acus-a-los-jueces-laborales-de-
quebrar-empresas-con-sus-fallos 

f) En “Mundo Empresarial”: 

http://www.mundoempresarial.com.ar/nota/333086-industria-del-juicio-macri-
acuso-a-los-jueces-laborales-de-quebrar-empresas-con-sus-fallos 

g) “Cuando hablo de la mafia de los juicios laborales, que es algo que hay que 

enfrentar y terminar, porque eso destruye la generación de empleo futuro” (…) “Los 

jueces laboralistas y conducidos por (Héctor) Recalde, le han hecho mucho daño 

a la Argentina" (…) "Dejan a trabajadores en la calle porque la pyme tiene que cerrar y 

queda un montón de gente más sin poder acceder a un trabajo, porque tienen que 

tomar una decisión de dejar más gente sin trabajo por miedo a que su esfuerzo se vaya 

con estos comportamientos mafiosos", “Mendoza On Line”, 12-6-2017. 

http://www.mdzol.com/nota/738794-macri-contra-todos-por-la-industria-del-juicio/ 

h) “Tenemos un sistema (judicial) que premia la viveza criolla mal 

entendida”, “TN” – Video completo. 

https://www.youtube.com/watch?v=7LkJ9Bbv4uI 

i) “Los jueces tienen que saber que buscamos la verdad o buscaremos 

otros que nos representen”, “Clarín” 1-6-2017: 

https://www.clarin.com/politica/macri-jueces-saber-buscamos-verdad-
buscaremos-jueces-representen_0_Bkew4zRZb.html 

j) "Lo primero de todo es correr el velo, hablar de este tema sin pelos en la 

lengua y ponerle el cascabel al gato. Eso implica entender que es una de las 
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principales causas de involución en la Argentina. No es sólo el incumplimiento de la 

ley, es el abuso del sindicalismo por el cual algunos viven o generan una industria 

del juicio" (…) "Esto no va en favor del trabajador. Cuando un empleado tiene que 

esperar entre tres y cinco años para recibir lo que le corresponde, que debería recibirse 

de manera abreviadísima, no está bien. Cuando todas las instituciones que deberían 

ayudar a mejorar los servicios de conciliación estaban dadas vueltas para mejorar la 

industria del juicio, evidentemente había objetivos muy claros que eran trabajar sobre 

el conflicto, porque ahí se generaban estos recursos, que el año pasado fueron 

alrededor de 600 millones de dólares. Hay ahí muchos estudios laboralistas que se 

beneficiaron." (Jorge Triaca, ministro de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la 

Nación, 22/06/2017), Agencia Télam. Oficial del Estado argentino: 

http://www.elintransigente.com/politica/2017/6/22/triaca-la-industria-juicio-gran-
involucion-442062.html 

k) “Esa maquinaria perversa de juicios sin razón”, Declaraciones de Macri 

en un acto en Casa de Gobierno al presentar un informe sobre adicciones, el 29-6-

2017 cuyos textuales son: "Hace algunas semanas me escucharon hablar de las mafias 

de los juicios laborales. Y algunos dijeron que estaba defendiendo a las empresas y no 

es así. Claramente no es así. Estaba defendiendo a los trabajadores. Porque culpa de 

lo que hacen esas mafias colapsan los fueros laborales, los fueros de justicia laboral. 

Se ven teniendo que esperar 3, 4, 5 años para resolverse sus demandas. Y también 

defiendo a esas Pymes que quieren y pueden crecer y no lo hacen por el miedo a esa 

maquinaria perversa de medios sin razón”. 

Video completo: 

https://www.youtube.com/watch?v=AyNY8HYxJUw&t=19s 

 II.- LA DENUNCIA.- 

http://www.aal.org.ar/
mailto:info@aal.org.ar
http://www.elintransigente.com/politica/2017/6/22/triaca-la-industria-juicio-gran-involucion-442062.html
http://www.elintransigente.com/politica/2017/6/22/triaca-la-industria-juicio-gran-involucion-442062.html
https://www.youtube.com/watch?v=AyNY8HYxJUw&t=19s
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 La CIDH ha producido varios Informes sobre la situación de las Defensoras y 

Defensores de los Derechos Humanos en las Américas1. 

 1.- Uso indebido del derecho penal, declaraciones estigmatizantes y 

agraviantes respecto de los abogados. 

 Los hechos precedentemente descriptos acreditan múltiples violaciones por parte 

del gobierno argentino a diversos derechos y libertades garantizadas por la CADH. En 

particular, a los derechos reconocidos en los artículos 8 y 25 de la Convención 

Americana en lo que se refiere al compromiso de los Estado de asegurar a toda 

persona el “derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo 

razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial” (art. 8); “…que 

la ampare  contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la 

Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida 

por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales” (art. 25). 

 El ataque a los Defensores y a los Jueces del trabajo por parte del Poder 

Ejecutivo, por fuera de los mecanismos constitucionales y desde el ejercicio del poder 

exorbitante del Estado, conlleva la violación de las obligaciones asumidas por los 

Estados en los artículos 1 y 2 de la CADH. 

 A su vez el art. 6 del Protocolo de San Salvador reconoce el derecho de toda 

persona al trabajo, “el cual incluye la oportunidad de obtener los medios para llevar una 

vida digna y decorosa a través del desempeño de una actividad lícita libremente 

escogida o aceptada”. 

 Los Estados partes se comprometen a adoptar las medidas que garanticen 

“plena efectividad  al derecho al trabajo” (art. 6 del citado instrumento internacional).- 

 Cuando el Presidente, como “Jefe supremo de la Nación, jefe del gobierno y 

responsable político de la administración general del país (art. 99 inc.1 de la 

Constitución argentina), compara “la mafia del narcotráfico” con lo que denomina “la 

mafia de los juicios laborales”; cuando califica como “comportamientos mafiosos” los de 

                                                 
1
 Primer y Segundo Informe sobre la situación de las Defensoras y Defensores de los derechos humanos en las 

Américas, CIDH, 2006 y 2011.  
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los abogados laboralistas, así como cuando habla de “estudios que por suerte son una 

minoría, laboralistas, conducidos por Recalde”, “con un grupo de jueces minoritarios, 

laboralistas” que actúan en connivencia, “porque tienen armadita la cosa, para llevarse 

la mayor parte del juicio ellos”, está no solo persiguiendo a los Defensores y atacando a 

los jueces, sino fundamentalmente vulnerando el derecho al trabajo como medio para 

llevar una vida digna. 

   En el Informe denominado Criminalización de la labor de las Defensoras y los 

Defensores de derechos Humanos2 la Comisión observa que los procesos de 

criminalización por lo general se inician mediante la interposición de denuncias 

infundadas o denuncias basadas en tipos penales no conformes con el principio de 

legalidad o en tipos penales que no cumplen con los estándares interamericanos; “… 

precedido por declaraciones estigmatizantes por parte de funcionarios públicos (…) 

también los defensores pueden ser objeto de declaraciones o pronunciamientos por 

funcionarios públicos en los cuales se les acusa de la comisión de delitos sin existir 

procesos en curso o decisiones judiciales que así lo determinen. 

En las Américas, la Asamblea General de la Organización de Estados 

Americanos ha reconocido el derecho a defender los derechos y su importancia en 

diversas resoluciones a partir de 1999. Sobre este tema en la resolución 1671 de 7 de 

junio de 1999 la Asamblea General, tomando en cuenta los principios establecidos en la 

Declaración sobre Defensores, exhortó a los Estados miembros “a continuar sus 

esfuerzos tendientes a otorgar a los defensores de derechos humanos las garantías y 

facilidades necesarias a fin de seguir ejerciendo libremente sus tareas de promoción y 

protección de los derechos humanos, en el plano nacional y regional, de conformidad 

con los principios y acuerdos reconocidos internacionalmente”  

En el caso del sistema interamericano, el derecho a defender los derechos 

humanos ha sido reconocido tanto por la Comisión como por la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos. Por su parte, la Corte Interamericana ha subrayado que, “la 

defensa de los derechos humanos no sólo atiende a los derechos civiles y políticos; 

                                                 
2
 Aprobado por la CIDH el 31/12/2015. 

http://www.aal.org.ar/
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esta labor abarca necesariamente las actividades de denuncia, vigilancia y educación 

sobre derechos económicos, sociales y culturales, de conformidad con los principios de 

universalidad, indivisibilidad e interdependencia reconocidos en la Declaración 

Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, la Convención Americana”3.  

La Comisión ha señalado que la criminalización de las y los defensores de 

derechos humanos es un fenómeno de carácter complejo que puede manifestarse de 

varias formas. La CIDH ha identificado que a veces el uso indebido del derecho penal 

es precedido de declaraciones o pronunciamientos en los que funcionarios públicos 

acusan a defensoras y defensores de la comisión de delitos sin existir procesos en 

curso o decisiones judiciales que así lo determinen.  

Asimismo, la CIDH considera que las declaraciones estigmatizantes que 

funcionarios públicos emiten incriminando públicamente a las y los defensores por 

presuntos delitos que no han sido judicialmente declarados puede llegar a vulnerar el 

principio de presunción de inocencia, pues presupone afirmar la culpabilidad de las 

defensoras y defensores sin existir una decisión judicial al respecto. En este sentido, la 

Comisión ha considerado que no solamente se viola el derecho a la presunción de 

inocencia cuando se declara culpable de forma expresa a una persona antes de haber 

terminado el juicio, sino que también se puede violar en forma tácita cuando del 

contexto de las acciones se desprende una actitud de acoso y hostigamiento 

indiscutible que prejuzga sobre la responsabilidad del individuo4.  

También ha señalado que en el ejercicio de la libertad de expresión por parte de 

funcionarios públicos están sujeto a deberes especiales entre los que destaca el deber 

especial de constatación razonable de los hechos que fundamentan sus 

pronunciamientos, lo que obliga a los funcionarios a constatar de forma razonable los 

hechos en los que fundamentan sus opiniones. Dicha constatación debe ser realizada 

con una diligencia mayor a la empleada por los particulares en virtud de que los 

                                                 
3
 Corte IDH. Caso Kawas Fernández Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de abril de 2009. 

Serie C No. 196, párr. 147; Corte IDH. Caso Nogueira de Carvalho y otro Vs. Brasil. Sentencia de 28 de noviembre de 
2006. Serie C No. 161, párr. 7. 
4
 CIDH, Informe No. 43/96, Caso 11.430, Fondo, José Francisco Gallardo, México, 15 de octubre de 1996, párr. 110. 
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funcionarios públicos gozan de un alto grado de credibilidad a fin de evitar que los 

ciudadanos reciban una versión manipulada de los hechos. 

 A su vez la Corte Interamericana ha señalado que “los funcionarios públicos, en 

especial las más altas autoridades de Gobierno, deben ser particularmente cuidadosos 

en orden a que sus declaraciones públicas no constituyan una forma de injerencia o 

presión lesiva de la independencia judicial o puedan inducir o sugerir acciones por parte 

de otras autoridades que vulneren la independencia o afecten la libertad del juzgador”5  

puesto que ello afectaría los derechos correlativos a dicha independencia de los que 

son titulares los ciudadanos. Esto es de especial relevancia para evitar que jueces y 

fiscales se vean presionados a iniciar acciones en contra de defensores y defensoras 

por el hecho de haber sido señalados por alguna alta autoridad, a pesar de no existir 

elementos suficientes para incriminarlos.  

  2.- Impedimento del libre ejercicio de los Defensores y las Defensoras 

de Derechos Humanos. 

 Este contexto de criminalización y agravios realizados por el Estado, contra los 

Defensores de Derechos Humanos y la Justicia, tiene el deliberado propósito de impedir 

a los abogados el cumplimiento de sus obligaciones que le imponen los Principios 

Básicos sobre la función de los Abogados, aprobados por el Octavo Congreso de las 

Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento de Delincuentes6), esto es, 

“apoyar los derechos humanos y las libertades fundamentales reconocidas por el 

derecho nacional e internacional” (principio 14). 

  Con ello el Estado quebranta su deber de respetar los derechos y 

libertades y su obligación de garantizar su libre y pleno ejercicio por todas las personas. 

  La labor de los Defensores de Derechos Humanos, en este caso los 

abogados laboralistas, es determinante para asegurar la plena vigencia de los derechos 

económicos, sociales y culturales. 

                                                 
5
 Corte IDH. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) Vs. Venezuela. 

Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de agosto de 2008. Serie C No. 182, párr. 131. 
6
 La Habana, 27/8-7/9/1990. 
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  También se estima fundamental que los Estados reconozcan pública e 

inequívocamente la importancia del papel que ejercen las defensoras y defensores de 

derechos humanos para la garantía de la democracia y del Estado de Derecho en la 

sociedad, cuyo compromiso se refleje en todos los niveles estatales, sea municipal, 

estadual o nacional y en todas las esferas de poderes –ejecutivo, legislativo o judicial, 

así como la realización de actividades de educación y divulgación dirigidas a todos los 

agentes del Estado, a la sociedad en general y a la prensa, para concientizar acerca de 

la importancia y validez del trabajo de las defensoras y defensores de derechos 

humanos y de sus organizaciones7. 

  El gobierno argentino ataca las instituciones democráticas y republicanas 

al violentar la independencia del poder judicial y la división de poderes, y agravia a los 

operadores jurídicos como los abogados, que defienden a las personas vulnerables. 

 3.- Independencia de la judicatura.- 

 En cuanto a las fuertes presiones e intimidaciones sobre los jueces, arriba 

puntualizadas, nos permitimos recordar los Principios Básicos relativos a la 

independencia de la judicatura… adoptados por el Séptimo Congreso de las Naciones 

Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente (Milán, 26/8-6/9/1985, 

confirmados por la Asamblea General en sus resoluciones 40/32 [29/11/1985] y 40/146 

[13/12/1985]. Señalamos, en particular, (i) el principio 1: “[l]a independencia de la 

judicatura será garantizada por el Estado y proclamada por la Constitución o la 

legislación del país. Todas las instituciones gubernamentales y de otra índole 

respetarán y acatarán la independencia de la judicatura”; (ii) el principio 2: “[l]os jueces 

resolverán los asuntos que conozcan con imparcialidad, basándose en los hechos y en 

consonancia con el derecho, sin restricción alguna y sin influencias, alicientes, 

presiones, amenazas o intromisiones indebidas, sean directas o indirectas, de 

cualesquiera sectores o por cualquier motivo”, y (iii) el principio 4: “[n]o se 

efectuarán intromisiones indebidas o injustificadas en el proceso judicial […]”.  

                                                 
7
 Corte IDH. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) Vs. Venezuela. 

Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de agosto de 2008. Serie C No. 182, 
Recomendación 6. 
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Destacamos, por lo demás, que el antedicho principio 2 se ha visto reflejado en el 

principio 1.1 de los Principios de Bangalore sobre la conducta judicial (2002), lo 

cuales, a la par, lo refuerzan: “[u]n juez no sólo estará libre de conexiones inapropiadas 

con los poderes ejecutivo y legislativo y de influencias inapropiadas por parte de los 

citados poderes, sino que también deberá tener apariencia de ser libre de las 

anteriores a los ojos de un observador razonable” (principio 1.3; asimismo: AL G/SO 

214 [67-17]Assembly&Association[2010-1] G/SO 214 [107-9] G/SO 214 [3-3-16] EGY 

5/2012, 24/2/2012) 8. Por cierto, “nadie de fuera –gobierno, grupo de presión, 

persona o incluso otro juez– debe interferir o tratar de interferir en la forma en 

que el juez sustancia una causa y adopta una decisión” 9.“Los jueces tienen que 

trabajar en un entorno que propicie la adopción de decisiones de manera 

independiente” 10, cuanto más que, como lo advierten los citados Principios de 

Bangalore, estos “pretenden ayudar a que los miembros del ejecutivo y el legislativo […] 

puedan comprender y apoyar mejor a la judicatura” (Preámbulo). 

 El Relator Especial sobre la independencia de los jueces y de los abogados ha 

observado con preocupación, en diversas oportunidades, las actividades del Poder 

Ejecutivo o Legislativo tendientes a “disciplinar” a los jueces (AL G/SO 214 [3-3-

16] PNG 1/2012, 27/3/2012), así como los actos que pudieran constituir 

“represalias” contra jueces en razón de sentencias que han afectado intereses de 

ciertos grupos de poder (UA G/SO 214 [3-3-16] SLV 1/2012, 27/4/2012). Se realizan, 

de tal torcida manera, por parafrasear al mencionado Relator Especial, “prácticas de 

depuración judicial” contrarias a los principios básicos relativos a la independencia de la 

judicatura, lo cual, en vez que fortalecer el aparato judicial pueden contribuir a socavarlo 

(AL G/SO 214 [3-3-16] ECU 5/2011, 27/12/2011), sobre todo cuando “la comisión de 

                                                 
8
 En sentido análogo: Comité de Derechos Humanos, Observación General Nº 32, § 21. Sobre la llamada “teoría de 

las apariencias”:Sudre, Frédéric y otros, Les grandsarrêts de la Coureuropéenne des Droits de l´Homme, París, Puf, 

2003, p. 237. 

9
Comentario relativo a los Principios de Bangalore sobre la conducta judicial, Nueva York, ONU, 2013, p. 33. 

10
Informe del Relator Especial sobre la independencia de los magistrados y abogados, Leandro Despouy, 

A/HRC/11/41, 2009, § 49. 
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errores judiciales, la revocación en apelación o la revisión por una instancia 

judicial superior de una decisión adoptada por un juez no debería ser motivo para 

su separación del cargo” (UA G/SO 217/1 G/SO 214 [3-3-16] ESP 1/2012, 3/2/2012, 

y sus citas). 

 También el Relator Especial sobre la independencia de los jueces y de los 

abogados, y los relatores especiales sobre la Situación de los Defensores de Derechos 

Humanos, y de la Promoción y Protección del Derecho a la Libertad de Opinión y 

Expresión, han tomado en cuenta las presiones provenientes de medios de 

comunicación, como los diarios (UA G/SO 214 [67-17] G/SO 214 [107-9] G/SO 214 [3-3-

16] ARE 2/2012, 18/4/2012). En fecha reciente, el Relator Especial sobre la 

independencia de los jueces y de los abogados, manifestó su inquietud por la “cuestión 

crítica” de cómo la amplia cobertura de los medios de comunicación podría afectar a un 

juicio justo e imparcial11. También lo hizo respecto de efectos análogos provenientes de 

corporaciones y fuertes agentes comerciales12. 

 Más todavía; el ilegal cuadro de situación que padece la Justicia Nacional del 

Trabajo argentina adquiere alta significación, si se atiende al juicio del Comité de 

Derechos Humanos en cuanto señaló que las recientes reformas en el servicio de 

comunicaciones audiovisuales en Argentina,“podrían tener el efecto de concentrar la 

titularidad de los medios de comunicación y afectar negativamente el derecho a la 

libertad de expresión (art. 19)”: el Estado, concluyó, “debe revisar las recientes reformas 

en el servicio de comunicaciones audiovisuales e impedir la concentración de los 

medios de comunicación de manera que no menoscaben la diversidad de fuentes y 

opiniones, como determina la Observación general núm. 34 (2011) sobre libertad de 

opinión y libertad de expresión”13. 

 Creemos necesario acotar, aun cuando proviene del orden interamericano, que 

para el Estatuto del Juez Iberoamericano, lesiona la independencia judicial la 

                                                 
11

Report of the Special Rapporteur on the independence of judges and lawyers [Diego García-Sayán], A/HRC/35/31, 

2017, § 74. 

12
 Ídem, § 41. 

13
Observaciones finales: Argentina, 2016, CCPR/C/ARG/CO/5, §§ 35/36, la negrita es del original. 
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utilización de los medios de comunicación social con el objeto de suplantar funciones 

jurisdiccionales, imponer o influir el contenido de las resoluciones judiciales, en 

condiciones que excedan el legítimo derecho a la libertad de expresión e información 

(art. 3). Es precisamente con base en esa norma que las llamadas Reglas de Brasilia, 

entienden que conspiran contra la seguridad jurídica “los excesos mediáticos que 

derivan a veces en juicios paralelos, creando confusión en la ciudadanía al generar 

expectativas que pueden resultar infundadas, vulnerando, asimismo, la presunción de 

inocencia” (regla 2.4)14. 

 Dentro del mismo orden regional, la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos tiene juzgado que las autoridades estatales, al pronunciarse sobre 

cuestiones de interés público, están sometidas “a ciertas limitaciones en cuanto a 

constatar en forma razonable, aunque no necesariamente exhaustiva, los hechos 

en los que fundamentan sus opiniones, y deberían hacerlo con una diligencia aún 

mayor a la empleada por los particulares, en atención al alto grado de credibilidad de 

la que gozan y en aras a evitar que los ciudadanos reciban una versión manipulada de 

los hechos. Además, deben tener en cuenta que en tanto funcionarios públicos tienen 

una posición de garante de los derechos fundamentales de las personas y, por tanto, 

sus declaraciones no pueden llegar a desconocer dichos derechos. Del mismo modo, 

los funcionarios públicos, en especial las más altas autoridades de Gobierno, 

deben ser particularmente cuidadosos en orden a que sus declaraciones públicas 

no constituyan una forma de injerencia o presión lesiva de la independencia 

judicial o puedan inducir o sugerir acciones por parte de otras autoridades que 

vulneren la independencia o afecten la libertad del juzgador”15. En palabras del 

Comité de Derechos Humanos, “todas las autoridades públicas tienen la obligación 

de no prejuzgar el resultado de un proceso”16. 

                                                 
14

 Las Reglas citadas fueron aprobadas en la XIV Cumbre Judicial Iberoamericana, Brasilia, 4-6/3/2008. 
15

Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) vs. Venezuela, excepción preliminar, 

fondo, reparaciones y costas, 5/8/2008, Serie C N° 182, § 131, citas omitidas e itálicas agregadas. 
16

 Comunicación nº 770/1997, Gridin c. Rusia, 20/7/2000, CCPR/C/69/D/770/1997, § 8.3. 
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 El señalamiento anterior en torno de declaraciones de altas autoridades del 

Gobierno que puedan inducir o sugerir acciones por parte de otras autoridades, es del 

todo aplicable a esta comunicación, ante el dato más que relevante, también destacado 

por el Comité de Derechos Humanos: el Consejo de la Magistratura nacional tiene 

“una marcada representación de los órganos políticos allegados al Poder 

Ejecutivo, en detrimento de la representación de jueces y abogados (Artículo 2 del 

Pacto)”, por lo que indicó que la Argentina “debe tomar medidas con miras a hacer 

efectivo el equilibrio previsto en el precepto constitucional en la composición del 

Consejo[…] evitando situaciones de control del Ejecutivo sobre este órgano”17. El 

aludido y negativo desequilibrio tampoco fue pasado por alto, en sentido crítico, por la 

Relatora Especial, bajo el régimen de comunicaciones: “continúa preocupada por el 

origen básicamente político del Consejo de la Magistratura: de sus 13 Consejeros 

siete provienen del Poder Ejecutivo y del Poder Legislativo. Es decir, la mayoría 

de sus integrantes”18. 

 Para más, resulta un lugar común para la relatoría sobre la independencia de los 

jueces y de los abogados precisar que un órgano como el mencionado Consejo de la 

Magistratura “deberá estar integrado en su mayoría por jueces”19. Dicho Consejo de la 

Magistratura tiene graves funciones, inter alía, decidir la apertura del procedimiento de 

remoción de los jueces y, en su caso, ordenar su suspensión, y formular la acusación 

correspondiente, no careciendo de facultades disciplinarias (Constitución Nacional, 

artículo 114). Y puntualizamos, nuevamente con cita del Comité de Derechos Humanos, 

que el requisito de independencia judicial refiere, en particular, no solo al procedimiento 

                                                 
17

Observaciones finales: Argentina, 2010, CCPR/C/ARG/CO/4, § 10, la negrita es del original. 

18
Report of the Special Rapporteur on independence of judges and lawyers, Gabriela Carina Knaul de Albuquerque e 

Silva. Addendum. Communicationsto and from Governments, A/HRC/14/26/Add.1, 2010, ps. 13/14. 

19
Independencia de los magistrados y abogados. Informe de la Relatora Especial sobre la independencia de los 

magistrados y abogados (Gabriela Knaul), A/67/305, 2012, §53, y recomendaciones, § 103.k; asimismo: Informe del 

Relator Especial… Leandro Despouy, cit. nota????, §§ 28 y 29; Informe de la Relatora Especial sobre la 

independencia de los magistrados y abogados, Sra. Gabriela Carina Knaul de Albuquerque e Silva, A/HRC/14/26, 

2010, § 53. 
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para el nombramiento de los jueces, sino también a las condiciones relativas a su 

suspensión, sanciones y destitución (Observación General Nº 32, 2007, § 19). 

 Desde luego, la independencia e imparcialidad de los jueces “no son tanto 

privilegios del poder judicial como derechos humanos de los destinatarios de la 

justicia”20. 

 Los presentes ataques a la Justicia Nacional del Trabajo, a sus jueces y a los 

defensores de derechos humanos, también pueden enmarcarse en una política general 

tendente a reprimir la libertad de expresión y la protesta social, de lo cual son ejemplo 

las recientes comprobaciones realizadas por el Grupo de Trabajo sobre la Detención 

Arbitraria, vinculadas con las presiones de órganos políticos sobre el Poder Judicial en 

el caso de la detención y procesamiento de la defensora de derechos humanos Milagro 

Sala21. 

 III.- PETITORIO:  

En esta denuncia hemos dado cuenta de una serie de actos llevados adelante 

por el Estado argentino tendientes a criminalizar la labor de los Defensoras y 

Defensores de Derechos Humanos y vulnerar la independencia de la justicia.  

  Es por ello que consideramos imperioso se nos conceda una audiencia, 

durante el próximo periodo de sesiones, en la que podamos exponer la grave situación 

que atraviesan los abogados laboralistas y la justicia nacional del trabajo ante la Ilustre 

Comisión Interamericana. 

  Saludamos a Ud. muy atentamente.-                                         

 

 

 

 

 

 

MARIA PAULA LOZANO      LUIS ENRIQUE RAMIREZ       MATÍAS  CREMONTE 

      Secretaria General        Vicepresidente                               Presidente 
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La independencia e imparcialidad del poder judicial, los jurados y asesores y la independencia de los abogados. 

Informe del Relator Especial, Sr. ParamCumaraswamy, E/CN.4/1995/39, 1995, §§  34, 35 y 36 y su citas. 
21

Opinión núm. 31/2016 relativa a Milagro Amalia Ángela Sala (Argentina), A/HRC/WGAD/2016/31, 2016, § 81 y 

pássim. 
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